PROYECTO DE RESOLUCION


La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires:

RESUELVE


Invitar al señor Ministro de Justicia, Dr. Eduardo Di Rocco, de acuerdo a lo establecido por el artículo 92 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, a fin de que se sirva informar verbalmente a este Cuerpo y con la urgencia que el caso requiere, sobre los siguientes temas:


1. Resultados obtenidos a partir de la Emergencia declarada en el Servicio Penitenciario Bonaerense.

2. Situación derivada de la huelga de hambre que mantienen los reclusos en el ámbito de la provincia.


3. Explique los hechos acaecidos en la Unidad del Servicio Penitenciario Bonaerense, ubicada en la localidad de Azul, que fuera clausurada por el Dr. Juan Oscar Bergoglio Oyhamburu, quien diera cuenta de diferentes anomalías 
en el penal que no garantizan en absoluto las condiciones de detención de los 
más de 250 reclusos allí alojados, decisión que es la consecuencia de una serie de irregularidades que viene observando e informando desde hace tiempo y 
que en ningún momento obtuvieron respuesta del Gobierno de la 
Provincia. 

FUNDAMENTOS
El Señor Gobernador de la Provincia de Buenos Aires determinó mediante Decreto 1679 del Departamento de Justicia, con fecha 13 de julio del corriente año, de acuerdo a expediente N° 21200-9696/06, mediante el cual se propicia la extensión por el término de seis (6) meses adicionales, del plazo de vigencia del Estado de Emergencia del Servicio Penitenciario Bonaerense y de la Dirección General de Salud Penitenciaria, conforme la autorización conferida al Poder Ejecutivo por el artículo 1° de la Ley N° 13.417.

Según la mencionada norma, la emergencia declarada por el referido plexo normativo, comprende aspectos organizativos, funcionales, operativos y laborales del Servicio Penitenciario Bonaerense y de la Dirección General de Salud Penitenciaria, reuniendo entre sus objetivos principales continuar con la transformación de su estructura y la optimización de los recursos humanos y materiales como así también, garantizar la atención médica de la comunidad penitenciaria.

Todo ello, con dictamen favorable de de la Asesoría General de Gobierno, se ha extendido por seis (6) meses la vigencia del Estado de Emergencia del Servicio Penitenciario Bonaerense y de la Dirección General de Salud Penitenciaria, a partir del día 19 de julio del año 2006, fecha de vencimiento del plazo consignado en la Ley Nº 13.417 (B.O. 19/07/06).

A esta medida se ha llegado, después de sucesivas extensiones de la Emergencia del Servicio Penitenciario Bonaerense desde el año 2004, en las cuales se han otorgado facultades extraordinarias a la autoridad política del área, que no ha logrado de forma alguna, un mínimo de éxito en su tarea y más aún, ha dado origen a muchos reclamos por parte de la Suprema Corte de Justicia de esta Provincia.

Sin duda, la más importante resulta la resolución con fecha 8 de febrero de 2006, en relación a lo actuado en expediente S.A.I. Nº 4/06 caratulado “Bahía Blanca. Fiscalía General de la Nación. Dr. Cañon, Hugo Omar, actuaciones producidas con relación al hacinamiento de personas detenidas en las comisarías de Bahía Blanca y Punta Alta”, iniciado el 5 de enero del año en curso, considerando  que, la problemática que origina estas actuaciones (hacinamiento de personas detenidas en dependencias policiales, documentada en autos), así como la referida a la sobrepoblación de internos alojados en unidades carcelarias, ha sido y es permanente preocupación de dicho  Tribunal, conforme lo expuesto en la resolución del 11 de mayo de 2005 obrante en la causa P. 83.909 “Verbitsky,...” (Registrada bajo el Nº 55 en la Secretaría Penal), y los numerosos antecedentes que allí se invocan.

En consecuencia y entre otras, esta Corte dictó en los mismos autos las resoluciones del 23 de noviembre de 2005 (registrada bajo el Nº 144), y la del 28 de diciembre del mismo año (registrada bajo el Nº 166), cuyas consideraciones y citas, resultan concordar con la parte integrante de la presente:
“No obstante lo expuesto y de las medidas que sobre la problemática del hacinamiento en dependencias policiales y unidades carcelarias vienen adoptando los señores magistrados en uso de sus atribuciones constitucionales, resulta necesario recordar una vez más al titular del Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires la necesidad de subsanar estas graves falencias y poner fin a las referidas situaciones; sin perjuicio de las eventuales acciones que, con sustento en tales omisiones, podrían promoverse”. (Conf. lo actuado en P. 83.909 cit.), decía el Alto Tribunal.

Asimismo, se notificó de dicha resolución, al señor Gobernador de la Provincia de Buenos Aires y a los Ministros de Seguridad y de Justicia y se comunicó al señor Secretario de Derechos Humanos, al señor Presidente de la Comisión Provincial por la Memoria, a la señora Procuradora General y al señor Fiscal General  Federal de Bahía Blanca.
Como medida legislativa, orientada en el sentido de solucionar la problemática del Servicio Penitenciario Bonaerense, esta Honorable legislatura dictó la actual ley que establece la emergencia de dicho organismo, y pese a todas las prerrogativas, cada día es peor la situación vivida por la población carcelaria de esta Provincia.

En fecha 2 de octubre del corriente, el Diario El Día de esta Ciudad, ha publicado un suelto periodístico que hace referencia a la clausura de la Unidad Carcelaria de Azul, dependiente del Servicio Penitenciario Bonaerense, por graves irregularidades que se han  determinado por el Poder Judicial, que ponen en duda la profesionalidad de las autoridades del área, circunstancia que fue mantenida en el más absoluto hermetismo.

Es así, que sería necesario se investigue la conducta penal y administrativa del Señor Ministro Secretario de Estado en la cartera de Justicia, por los hechos que acarrearan la clausura de la Unidad Azul, del Servicio Penitenciario Bonaerense, toda vez que resulta responsable directo de las falencias que ahora, terminan con producir hechos de público y notorio conocimiento, como lo es la huelga de hambre de unos 12.000 reclusos.

Tampoco se han podido establecer en detalle de las medidas administrativas y judiciales en curso para la difícil situación imperante y que debe ser puesta en conocimiento de la opinión pública en general, no solo de la Provincia de Buenos Aires, sino del resto del país, por los efectos inmediatos que estos hechos han de acarrear ante la inminente posibilidad de que nacionalicen los reclamos.

El Bloque de Diputados de esta Honorable Legislatura, que formamos los firmantes de este proyecto, en forma reiterada ha sostenido la necesidad que el Señor Ministro de Justicia Doctor Eduardo Di Rocco, informe sobre aspectos y hechos centrales que han ocurrido en el ámbito de su cartera, sin que se halla podido tener un solo informe de las diversas irregularidades producidas durante su gestión. 

Es más, ha desarrollado con tan poca eficiencia su tarea, con respecto del Servicio Penitenciario Bonaerense, que oportunamente hemos radicado denuncia criminal, como consecuencias de la adquisición de colchones y almohadas ignífugas, con un injustificado sobre precio, que aún no cuenta con resolución.

Por la gravedad de la imputación mencionada en el párrafo anterior, este bloque ha promovido el Juicio Político del Dr. Di Rocco, con resultado negativo, al igual que en ocasión del hecho con muertes múltiples ocurrido en la Unidad Penitenciaria de Magdalena, originada a consecuencia de la quema de colchones que no eran aptos para su utilización en un medio tan peligroso, pese a que se contaba con la posibilidad económica y autorización legal respectiva, para su provisión, por la permanente vigencia de la Ley de Emergencia.

Hoy además casi la totalidad de los reclusos se encuentran en huelga de hambre y las consecuencias de la misma son absolutamente imprevisibles, ya que el Estado no encuentra la forma de explicar el porqué de estas consecuencias.

Por tantas y por lo reiteradas de las observaciones que hemos hecho de fallas en el Servicio Penitenciario Bonaerense, de la que resulta palmariamente responsable el actual Ministro Di Rocco, como el soberano deber de mantener informado al Pueblo de la Provincia de Buenos Aires y por la necesidad de otorgar al nombrado su derecho de réplica, es que se hace imperiosa la necesidad de que seamos acompañados en el presente pedido de su interpelación pública, medida que debería de realizarse con carácter de muy urgente.

